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En el Informe Jurídico se analizan los principales problemas jurídicos de un 

expediente penal, por el delito de robo, tipificado en el artículo 188° en 

concordancia con las circunstancias agravantes del inciso 2 y 4 del artículo 189° 

del Código Penal y cuya ley vigente establecía una sanción no menor de 12 ni 

mayor de 20 años de pena privativa de la libertad. El proceso inició con la 

denuncia del señor José Manuel Rodríguez Pallaca ante la Comisaria de Puente 

Piedra, siendo las  horas de 3.30 a.m. cuando se retiraba a su domicilio después 

de haber asistido a una discoteca, fue atacado por un grupo de personas entre 

hombres y mujeres y al tratar de escapar fue cogido por la espalda y cuello, 

tumbado en el suelo, despojado de sus pertenencias (un teléfono celular, su 

billetera con dinero en efectivo s/.40 soles, su DNI, tarjetas de crédito y sus 

zapatillas) para luego darse a la fuga, instantes en que los delincuentes fueron 

capturados por la policía.  A nivel preliminar se llevó a cabo la toma de las 

declaraciones de los denunciados (Richard Medina y Yilmer Vega) y las 

manifestaciones de cuatro menores. Una vez formalizada la denuncia se emitió 

el auto de procesamiento penal, con una medida de detención, dispuesta de 

oficio por el juez penal. Culminada la instrucción, la Fiscalía Superior formuló 

requerimiento acusatorio, proponiendo se le imponga 10 años de pena privativa 

de la libertad a Yilmer y 12 años de pena privativa de la libertad a Richard y fijó 

el pago de una indemnización por daños y perjuicios en una suma de S/2,000 a 

favor del agraviado. Iniciado el juicio el acusado Yilmer Vega, decidió acogerse 

a la conclusión anticipada del debate oral y, mediante Sentencia Conformada, lo 

declararon autor del delito de robo agravado imponiéndole cuatro años de pena 

privativa de la libertad suspendida por un periodo de prueba de tres años y una 

reparación civil de S/500. Reservaron el proceso contra el acusado reo contumaz 

Richard Medina. El capturado Richard Medina, decidió acogerse a la conclusión 

anticipada del juicio y, mediante sentencia conformada, le imposieron cuatro 

años de pena privativa de la libertad suspendida por un periodo de prueba de 

tres años y una reparación civil de S/500. Contra la sentencia de primera 

instancia, la Fiscalía Superior interpuso recurso de nulidad ante la Corte 

Suprema, donde declararon haber nulidad en la sentencia conformada de 

Richard Medina y reformándola le impusieron ocho años de pena privativa de la 

libertad. 
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1.- RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS 

PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCESO O PROCEDIMIENTO. 

1.1. DENUNCIA.  

El, día 16 de noviembre del año 2012, a horas 03:00 de la mañana aproximadamente, a 

la altura de la cuadra 2 de la avenida Puente de Piedra se intervino a las personas de: 

Richard Medina Berrocal (20) Yilmer Yolwil Vega Vega (20), Junior Mariano 

Rodríguez Ocaña (17), Alejandro Colaca Cabana (16), Kassandra Manrique 

Mayhuasca (17) e Irene Santos Gallegos (15), quienes momentos antes habrían 

perpetrado un robo en agravio de José Manuel Rodríguez Pallaca, en circunstancias en 

que este se retiraba a su domicilio después de haber asistido a una discoteca del 

Boulevard de Puente Piedra, siendo que a la altura del banco Scotiabank de dicha zona 

fue agredido por los denunciados, quienes lo “cogotearon” y procedieron a despojarlo 

de sus pertenencias, dentro de ellas un teléfono Nextel valorizado en S/254.00 soles, su 

billetera conteniendo S/40.00 soles, su DNI, tarjetas de crédito y sus zapatillas. Sin 

embargo, al momento de querer darse a la fuga fueron intervenidos y conducidos a la 

dependencia policial, pudiéndose recuperar los bienes del agraviado con excepción de 

su teléfono celular.  

Estos hechos motivaron a que se inicie una investigación preliminar, efectuándose las 

diligencias respectivas; todo ello, contenido en el atestado policial contenido en el 

atestado policial N°312-12-REGION POLICIAL/L -DIVTER-N1-CPP-D de fecha 16 

de noviembre de 2012. 

Siendo que, la Segunda Fiscalía Provincial Mixta de Puente Pierda, habiendo analizado 

y evaluado los actos de investigación recabados preliminarmente, decidió formalizar 

denuncia en contra de Richard Medina Berrocal y Yilmer Yolwil Vega Vega por la 



 
 

 

presunta comisión del delito contra el patrimonio- ROBO AGRAVADO, previsto y 

sancionado en el artículo 188° del Código Penal, en concordancia con los incisos 2 y 4 

del primer párrafo, del artículo 189° (robo durante la noche y con el concurso de dos o 

más personas, respectivamente) ante el Juez Penal de Turno mediante la Denuncia 

N°1389-2012 ingresada por mesa de partes el 16 de noviembre del 2012. Debiéndose 

precisar que los denunciados fueron puestos a disposición del despacho judicial en 

calidad de detenidos mientras que los menores infractores a disposición del Juzgado de 

Familia Especializada en materia tutelar de turno de Lima Norte en calidad de retenidos. 

1.2. AUTO DE APERTURA DE INSTRUCCIÓN. 

Con fecha 16 de noviembre de 2012, el Juez del Primer Juzgado Penal M.B.J. de los 

Olivos, decidió abrir Instrucción en la vía ordinaria en contra de los denunciados: 

Richard Medina Berrocal (20) y Yilmer Yolwil Vega Vega (20), al considerar que se 

cumplen con los requisitos previstos en el artículo 77º del Código de Procedimientos 

Penales. En ese sentido, dicho artículo establecía como presupuestos para abrir 

instrucción que: a) aparezcan indicios suficientes o elementos de juicio reveladores de 

la existencia de un delito, b) que se haya individualizado al presunto autor; y, c) que la 

acción penal no haya prescrito o que no concurra otra causa de extinción de la acción 

penal. 

También, se advierte que el juez ordenó de oficio mandato de detención en contra de 

los  denunciados, conforme a lo dispuesto en el artículo 135º del Código Procesal Penal 

del año 1991, considerando que se cumplen los requisitos establecidos en dicho 

artículo, los cuales textualmente eran los siguientes: a) existencia de suficientes 

elementos probatorios de la comisión de un delito que vincule al imputado como autor 

o partícipe del mismo, b) que la sanción a imponerse sea superior a 4 años de pena 



 
 

 

privativa de libertad o que existan elementos probatorios sobre la habitualidad del 

agente; y, c) que existan suficientes elementos probatorios para concluir que el 

imputado intenta eludir la justicia o perturbar la acción probatoria.  

También podemos verificar que el juez ordenó trabar embargo preventivo sobre los 

bienes de los denunciados, que sean suficientes para cubrir el pago de la eventual 

reparación civil. Ello, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 94° del código 

de procedimientos penales, el cual establecía que, en los casos en que se dictare la 

medida del mandato de detención, el embargo preventivo era de obligatoria imposición.  

1.3. DESCARGOS.  

1.3.1. DEL PROCESADO: RICHARD MEDINA BERROCAL 

En el distrito de Puente Piedra, siendo las 8:00 horas del día 16 de noviembre de 2012, 

presente ante el instructor de las oficinas de la comisaria de PNP Puente Piedra, y en 

presencia del representante del Ministerio Publico se le procedió a recepcionar su 

manifestación: 

-Trabaja como vendedor de colchones por la zona donde vive percibiendo por ello s/ 

200.00 semanales y vive en compañía de su madre y hermanos en la dirección señalada 

en sus generales de ley. 

-Fue intervenido en circunstancias que corría solo por la Panamericana Norte a la altura 

de los bancos, toda vez que vio que sus amigos que se encontraban caminando atrás de 

él pasaron corriendo con dirección al Ovalo de Puente Piedra. 

-Que por las personas que le preguntan solo conoce a los varones desde hace seis años 

aproximadamente, porque son de su barrio y no conoce a las féminas, al parecer son 

amigas de uno de sus amigos. 



 
 

 

-Él no participó de ningún robo y no tiene conocimiento sí sus co-intervenidos 

participaron en el robo, él caminaba a unos cincuenta metros de sus amigos y al ver que 

pasaron corriendo también optó por correr. 

-No sabe por qué el agraviado lo sindica, imagina que lo hace, porque también estaba 

corriendo, sin embargo, no tiene la necesidad de robar porque trabaja y gana un sueldo 

mensual.   

-Desconoce de quien fue la idea de robarle al agraviado, porque él se encontraba a 

media cuadra de donde se encontraban sus amigos. Que momentos previos a los hechos 

estuvo con los co-intervenidos en una fiesta. Y si corría cuando lo intervinieron fue 

porque vio que sus amigos también lo hacían. 

-No tiene conocimiento si sus cointervenidos acostumbran a cometer este tipo de 

hechos, pero él jamás estuvo en este tipo de problemas y no puede precisar la 

participación de cada uno de ellos, porque no estuvo presente.  

Con fecha 17 de noviembre del año 2012, el denunciado fue puesto a disposición del 

Juzgado de turno permanente, quien luego de señalar sus generales de Ley frente al 

representante del Ministerio Público y de su abogado defensor, rindió su declaración 

instructiva manifestando lo siguiente:  

1. No se considera responsable de los hechos imputados y se ratifica en su declaración 

a nivel policial.  

2. Se encontraba a una cuadra del ovalo de Puente Piedra después de haber estado en 

el bar, celebrando el cumpleaños de unas amistades, al retirarse vio como sus 

amigos que venían después de él, empezaron a correr, y él también corrió y es allí 

donde lo la PNP lo interviene con sus amistades  y le dicen que entregue el celular, 

pero él no tenía el celular, no había participado en ningún robo y no tenía 



 
 

 

conocimiento sí sus demás amigos habían participado en alguno. Al co-procesado 

Yilmer Yolwil Vega Vega, lo conoce por ser un amigo de la infancia. No hubo idea 

alguna, no participo en ningún robo, que su coprocesado corría junto a sus amistades 

desconociendo sí este haya tenido alguna participación de algún robo. El no opuso 

resistencia a la intervención y no ha sido investigado por hechos similares. 

3. Señala que se dirigía a su casa solo y que sus amigos estaban a media cuadra de él, 

y no vio nada, la parte agraviada se ha equivocado al sindicarlo y sí lo hace es 

porque la policía lo intervino. 

4. Cuenta con domicilio conocido el mismo que indicó en sus generales de Ley. No 

tiene carga familiar, es soltero. Y reitera que no ha participado en ningún robo. 

1.3.2. DEL PROCESADO: YILMER YOLWIL VEGA VEGA  

En el distrito de Puente Piedra, siendo las 8:30 horas del día 16 de noviembre de 2012, 

presente ante el instructor de las oficinas de la comisaria de PNP Puente Piedra, y en 

presencia del representante del Ministerio Público se le procedió a recepcionar su 

manifestación: 

-Que estudia en la academia PIMA desde hace tres semanas y vive en compañía de sus 

padres y hermanos en la dirección señalada en sus generales de ley. 

-El día de hoy a horas 3.00 aproximadamente en circunstancias que caminaba junto con 

sus amigas Irene Santos Gallegos (15) Kassandra Manrique Mayhuasca (17), por la 

Panamericana a la altura de los bancos, fueron intervenidos por la PNP, quienes los 

trasladaron a la comisaria. 

-Conoce a Richard Medina Berrocal y a los menores desde hace medio año y todos ellos 

son sus amigos. Él se percató que su amigo Junior Rodríguez y otro que se dio a la fuga 



 
 

 

le robaron al agraviado sus pertenencias.  Que, si el agraviado lo señala a él y a sus 

amigos como los participantes del robo, es porque todos caminaban juntos. 

-En circunstancias que se encontraban en el bar, él le hizo entrega de su mochila a su 

amigo de nombre LUIS de quien desconoce su apellido y cuando caminaba por la altura 

de los bancos de Puente Piedra al ver a la policía, su amigo dejó la mochila y se dio a 

la fuga y al coger su mochila se dio con la sorpresa que en su interior había unas 

zapatillas, pero para ello ya había sido intervenido por la policía.  

-Precisa que la idea de robarle las pertenencias al agraviado fue del conocido LUIS 

CRUZ. Lo conoce porque es de su barrio y porque es ahijado de su mamá, desde que 

tenía cinco años. Lo conoce por su alias y en este momento por referencias de la 

comadre de su mamá sabe que el nombre es: “Luis Fernando Bello Cruz” (17). 

-Señala que él no tuvo participación en el presente hecho. Y sí el agraviado lo reconoce 

plenamente es porque le encontraron sus zapatillas. Junior Rodríguez fue quien lo 

cogoteo, Alejandro Colaca quien lo amenazó y lo amedrentó e intimidó y Luis fue quien 

le sacó sus pertenencias. Y es la primera vez que se encuentra involucrado en este tipo 

de hechos. 

Con fecha 17 de noviembre del año 2012 el denunciado fue puesto a disposición del 

juzgado penal de turno permanente de Lima Norte, quien luego de señalar sus generales 

de Ley frente al representante del Ministerio Público y de su abogado defensor de libre 

elección rindió su declaración instructiva manifestando lo siguiente: 

1. Se considera responsable en parte de los hechos, ya que su participación solo fue 

haber recibido las zapatillas del agraviado, las mismas que le fueron entregadas un pie 

su amigo Junior y el otro pie su amigo Luis, con quienes había estado libando licor en 



 
 

 

un bar de Puente Piedra por ser su cumpleaños, es donde los interviene la Policía y los 

conducen a la Comisaría del sector. 

2. Se ratifica en su declaración a nivel policial. Conoce a su co-procesado Richard 

Medina Berrocal por ser amigos de la infancia. 

3. Él se encontraba caminando con sus amigos, cuando de pronto su amigo Luis le dijo 

para robarle las pertenencias al agraviado, pero él no participó.  

4. También dijo que no tuvo contacto físico con el agraviado y que el nombre completo 

de su amigo Luis es “Luis Valle Cruz” quien vive por su domicilio y fue quien se llevó 

el celular del agraviado. 

5. No opuso resistencia a la intervención y nunca ha sido investigado por hechos 

similares. Si permitió que colocasen las zapatillas del agraviado en su mochila fue 

porque estaba mareado, había libado una caja y media de cerveza, con sus co–

intervenidos. 

6. No tenía conocimiento que sus amigos se dedicaran a dichas actividades. A los 

menores Luis Bello Cruz y Junior Rodríguez Ocaño, los conoce por ser vecinos del 

barrio pero que recién estaba saliendo con ellos hace medio año. Actualmente vive con 

sus padres, y está estudiando porque va a postular a la Senati para mecánica de 

mantenimiento.  

7. Si cometió el robo lo hizo por “palomillada”, no tiene necesidad de robar y va dejar 

las malas amistades por su familia y porque está estudiando.  

Por escrito de fecha 19 de noviembre del 2013, la defensa técnica solicita se amplíe la 

declaración instructiva de procesado, por lo que, con fecha 28 de mayo del 2014 en la 

Sala de audiencias del centro Penitenciario Lurigancho ante el Duodécimo Juzgado 



 
 

 

Penal para procesos con Reos en Cárcel, se llevó a cabo dicha diligencia; el procesado 

frente a su abogado y el representante del Ministerio Público declaró lo siguiente: 

1. Ha solicitado dicha ampliación ya que está arrepentido y quiere sincerarse en cuanto 

a los hechos.  

2. Ese día, él estaba con Irene, Junior, Luis, Alejandro, Kasandra y su co-procesado 

Richard Medina Berrocal, festejando su cumpleaños en un local de Puente de Piedra, 

cuando se estaban retirando a sus domicilios, Luis y Junior le dicen para robarle al 

agraviado que estaba en la recta de los bancos retirando dinero del cajero y se fueron: 

Junior, Alejandro, Irene y Kasandra y respecto de Richard Medina Berrocal, él estaba 

a una distancia de ellos. Luego su persona despojó de sus pertenencias al agraviado, le 

quitó las zapatillas, Junior le sacó la billetera, y Luis le saco el celular, las menores 

Irene y Kasandra también metieron las manos a los bolsillos pero no logró ver lo que 

se llevaron y al ver a Junior correr, él también lo hizo siguiéndole los demás, luego los 

intervino la policía y el serenazgo, siendo que al rebuscar el celular se lo encontraron a 

Luis y éste se lo entregó al serenazgo, dejándolo ir ya que al momento de atacar al 

agraviado, se resbaló en la pista y se lastimó. Su participación solo fue sacarle las 

zapatillas al agraviado y meterlas en su mochila. 

3. Él nunca ejerció violencia contra el agraviado, fue Junior Rodríguez quien lo 

“cogoteo” es decir lo sujetó del cuello y ahí aprovechamos para quitarle sus cosas. Los 

de la idea del robo fueron: Luis y Junior. La participación de todos fue en bloque no 

hubo repartición de roles en específico. 

4. Señala también que su co-procesado Richard Medina Berrocal no participó en los 

hechos, ya que iba delante de ellos y sí el agraviado sindicó a su coprocesado como uno 

de los participantes fue porque al momento de la intervención Richard Medina Berrocal 



 
 

 

retrocede y va hacia donde estaban ellos. Richard Medina no sabía nada de los hechos, 

no estuvo presente cuando los menores Luis y Junior le dijeron para robar ya que 

caminaba delante de ellos, por eso no se le invitó a participar. 

5. Sabe que el agraviado ha logrado recuperar las zapatillas y su billetera, ya que el 

celular Nextel lo tenía Luis Bello Cruz y al momento de ser intervenido por el 

Serenazgo, éste se llevó el celular y no dio conocimiento a la policía. 

6. Por último, indicó que la intervención de la policía fue rápida y agrega que 

solventaba sus gastos trabajando con su primo en reciclaje percibiendo S/200 

semanales. 

1.3.4.  DEL AGRAVIADO  

Con fecha 16 de noviembre del 2012, en las oficinas de la comisaria de Puente Piedra, 

en presencia del policía instructor dio su manifestación en la que dijo lo siguiente:  

-El día 16 de noviembre de 2012, a las 03.30 aproximadamente, se retiraba a su 

domicilio después de haber asistido a una discoteca del Boulevard de Puente Piedra, 

siendo que a la altura del banco Scotiabank fue atacado por un grupo de personas entre 

hombres y mujeres, quienes al tratar de escapar lo cogieron por la espalda y lo 

“cogotearon”, lo tiraron al suelo y lo despojaron de sus pertenencias, siendo estas: un 

teléfono Nextel, una billetera con S/40.00 soles, su DNI, tarjetas de crédito y sus 

zapatillas, dándose los atacantes a la fuga, situación en la que fueron capturados por el 

personal de la Policía.  

-Señaló que todas las personas que le pusieron a la vista, participaron del robo, siendo 

estas: Yilmer Yolwil Vega Vega (20), Junior Mariano Rodríguez Ocaña (17), Alejandro 

Colaca Cabana (16) e Irene Santos Gallegos (15).  



 
 

 

Durante la instrucción no se logró tomar la declaración preventiva, a pesar de haber 

sido válidamente notificado, incluso con los apremios de Ley. 

1.4 ACUSACION  

La Cuarta Fiscalía Superior Penal de Lima Norte, con fecha 26 de enero de 2015, 

formuló acusación sustancial en contra de los procesados: Yilmer Yolwill Vega Vega 

(20) y Richard Medina Berrocal (20) por la comisión del delito contra el patrimonio- 

Robo Agravado, tipificado en el artículo 188° del Código Penal, con las agravantes 

contenidas en los incisos 2 y 4 del artículo 189° del mismo cuerpo legal (por haberse 

realizado la acción durante la noche y con la pluralidad de agentes activos), en agravio 

de José Manuel Rodríguez Pallaca, proponiendo se le imponga 10 años de pena 

privativa de libertad al primero y 12 años de pena privativa de libertad al segundo: y 

estando a que ha sido despojado de sus pertenencias, de los cuales se ha recuperado 

algunos, corresponde fijar el pago de indemnización por daños y perjuicios en una suma 

prudencial solidaria de S/2,000 a favor del agraviado. 

Fundamenta su pedido con la apreciación de las actuaciones probatorias, las cuales 

establecieron la coautoría de los procesados, quienes en concierto de voluntades 

conjuntamente con los menores: Junior Rodríguez, Luis Bello y Alejandro Colaca, 

mediante actos de violencia sustrajeron del agraviado su billetera conteniendo sus 

tarjetas de crédito, documentos personales, la suma de S/40, un teléfono celular  y sus 

zapatillas, siendo intervenidos en las cercanías del lugar donde sucedieron los hechos 

cuando se daban a la fuga, tal como consta en el informe policial  y la declaración del 

agraviado, en el que reconoce a los procesados como las personas que lo interceptaron 

cuando se encontraba caminando solo, precisando que lo tumbaron y despojaron de sus 

pertenencias. A ello se le suma las declaraciones de los menores: Irene Santos y 



 
 

 

Kassandra Manrique, quienes declararon que conjuntamente con los procesados 

saliendo de una discoteca, en el trayecto vieron al agraviado y entre todos lo 

interceptaron, lo tumbaron y despojaron de sus pertenencias, acto seguido se dieron a 

la fuga para que seguidamente sean intervenidos por los agentes policiales, tales como 

Augusto Santa María Relaiza quien en su declaración refiere haber detenido a los 

procesados y otros menores por sindicación del agraviado, quien recuperó parte de sus 

pertenencias. El procesado Yilmer Yolwill Vega Vega en su declaración admite parte 

la autoría de los hechos, indicando que los menores: Luis Bello y Junior Rodríguez le 

quitaron las zapatillas y luego se lo dieron a guardar en su mochila, sin embargo, sus 

argumentos de defensa son rebatidos por las declaraciones de los menores: Kassandra 

Manrique y Alejandro Colaca, cuando lo señalan como la persona que despojó de sus 

zapatillas al agraviado. Mientras que el procesado Richard Medina Berrocal, en su 

declaración, niega la autoría de los hechos, indicando que estaba caminando solo a una 

cuadra delante de sus amigos, de pronto estos pasaron corriendo, por lo que también 

fue tras ellos y unos metros después la policía lo intervino confundiéndolo con sus 

amigos, empero en su declaración de instructiva, refiere haber recibido de Luis y Junior 

las zapatillas que robaron, infiriéndose que ha tenido participación activa en el hecho 

criminoso, así como también se advierte de las declaraciones de las menores Irene 

santos y kassandra Manrique quienes indican que el procesado fue uno de los agentes 

activos en el robo de los bienes del perjudicado.   

1.5. SENTENCIAS DE LA SALA PENAL SUPERIOR. 

YILMER YOLWILL VEGA VEGA  

Iniciado el juicio el acusado decidió acogerse a la conclusión anticipada del debate oral. 

Siendo que, mediante Sentencia Conformada, contenida en la Resolución de fecha 21 



 
 

 

de mayo del 2015, la Segunda Sala Penal para Procesados en Cárcel de la Corte 

Superior de Justicia de Lima Norte resolvió:  

1.- Declarar al ciudadano Yilmer Yolwill Vega Vega como autor del delito de robo 

agravado en agravio de José Manuel Rodríguez Pallaca y como tal, le impusieron 

cuatro años de pena privativa de la libertad suspendida por un periodo de prueba de 

tres años bajo reglas de conducta y deberá pagar una reparación civil de S/500 en un 

plazo de seis meses en ejecución de sentencia. 

2.- Reservaron el proceso contra el acusado reo contumaz Richard Medina Berrocal, 

hasta que sea habido y puesto a disposición del colegiado oficiándose a la autoridad 

competente para su inmediata ubicación y captura.  

El colegiado señaló que tiene la facultad de dar por cierto las afirmaciones que fueron 

descritas por la fiscalía, en su acusación oral conforme lo señala el Acuerdo plenario 

N° 05-2008/CJ-116. Por tanto, para la determinación de la pena tuvieron presente que: 

- El procesado no cuenta con antecedentes penales, es primario.  

- El procesado Se acogió a la conformidad procesal, ayudando al estado a economizar 

los costos  

-Se aplicó en favor del procesado el criterio humanitario de las penas, al ser una persona 

joven, que está arrepentido y desea una oportunidad para seguir trabajando y cuidar a 

su familia.  

Por esas razones la Sala Penal consideró que la pena concreta para el procesado será 

menor al mínimo legal y suspendida. Y por último en cuanto a la reparación civil en 

atención al principio del daño causado, el colegiado no estuvo de acuerdo con lo 

propuesto por el Ministerio Público, fijando un monto menor y razonable a fin de tener 

un justo resarcimiento económico a favor de la víctima.  



 
 

 

RICHARD MEDINA BERROCAL 

Capturado el acusado y revocada la orden de comparecencia por la de prisión 

preventiva, con fecha 23 de marzo del 2016 se llevó a cabo la primera sesión de juicio 

en su contra, siendo que, estando en presencia de su abogado defensor y luego de 

escuchar la requisitoria oral de la acusación fiscal, por intermedio del Director de 

Debates de la Sala, quien lo instruyó sobre los alcances de la Ley 28122, decidió 

acogerse a la conclusión anticipada del juicio, resolviendo  mediante sentencia 

conformada lo siguiente:  

1.-Declarar a Richard Medina autor del delito contra el patrimonio - Robo agravado en 

agravio de José Rodríguez Pallaca, imponiéndole cuatro años de pena privativa de la 

libertad suspendida por un periodo de prueba de tres años, bajo reglas de conducta. 

2.-La inmediata libertad del sentenciado siempre y cuando no exista mandato de 

detención o requisitoria emanada de autoridad judicial competente  

3.- Una reparación civil de S/500 que deberá abonar de forma solidaria con el 

sentenciado Yilmer Yolwill Vega Vega a favor del agraviado.  

La Sala llegó a la conclusión de imponer la pena antes señalada en base a los siguientes 

fundamentos: 

-El allanamiento-confesión del acusado a los cargos, según la Sala, el reconocimiento 

de ser autor, en su primera intervención durante el juicio oral, contribuyó a la 

facilitación y esclarecimiento de los hechos por tanto aplica un efecto atenuante a la 

pena. 

-Por haberse acogido a la institución de la conformidad procesal la que tiene una 

consecuencia jurídica distinta a la del allanamiento -confesión, toda vez que el acuerdo 

plenario N°5-2008/CJ116, de fecha 18 de julio del 2008, ha declarado en vía de 



 
 

 

integración jurídica que toda conformidad si reúne los requisitos legalmente 

establecidos tiene como efecto jurídico favorecedor la reducción de la pena, la misma 

que será menor a la sexta parte fijada en el vigente art. 471 del Nuevo Código Procesal 

Penal (norma que regula el proceso especial de terminación anticipada). 

-En el proceso no se aprecian circunstancias agravantes y si más bien atenuantes por 

allanamiento y conformidad. 

-Por otro lado, el acusado no posee antecedentes penales ni judiciales, tratándose de un 

agente primario, en cierta forma revela que el hecho materia de enjuiciamiento es 

producto de un error antes que un medio de vida. Siendo así la ejecución de la pena a 

imponerse debe suspenderse dada la naturaleza de las circunstancias que rodearon la 

ejecución del delito y que permiten inferir que el acusado no volverá a cometer nuevo 

delito ya que desde el año 2012 a la fecha no se ha tenido noticia alguna de otro acto 

delictivo por parte del acusado. 

Respecto a la reparación civil, en el caso de autos, la víctima sufrió la sustracción de su 

teléfono que no le ha sido devuelto como puede advertirse del acta de entrega de 

especies, resultando prudente fijar una suma por concepto de indemnización por el daño 

patrimonial y moral sufrido. 

1.6. RECURSO DE NULIDAD DE LA FISCALÍA SUPERIOR PENAL DE LIMA 

NORTE. 

Con fecha 28 de marzo del año 2016 la Cuarta Fiscalía Superior Penal interpone recurso 

de nulidad ante la Corte Suprema, contra dicha sentencia conformada de Richard 

Medina Berrocal, en el extremo de la pena impuesta, cuyos fundamentos son: 



 
 

 

1.-El Colegiado, al imponer una pena suspendida, incurre en error procesal y sustancial 

por cuanto sin motivación alguna, fija la tercera parte del mínimo legal de doce años 

previsto en el artículo 189° del código penal. 

2.-Si bien el procesado se ha acogido a la conclusión anticipada, ello no faculta al 

colegiado a colocar una pena al margen de los limites previstos en la norma sustantiva 

penal, los artículos 160° y 161° del Nuevo Código Procesal Penal permiten la reducción 

de pena en casos de confesión sincera hasta una tercera parte del mínimo legal en este 

caso podría reducirse hasta ocho años. Igualmente, el artículo 45°-A del Código Penal 

solo permite reducir con atenuantes hasta el tercio inferior de los límites de la pena y el 

136° del Código de Procedimientos Penales faculta rebajar la pena por debajo del 

mínimo legal por confesión sincera, sin embargo, en este caso no puede reducirse la 

pena a limites tan mínimos, correspondiendo revocar la sentencia en ese extremo y 

reformándola imponga una condena de acuerdo a ley. 

1.7. EJECUTORIA DE LA SALA PENAL PERMANENTE DE LA CORTE 

SUPREMA. 

Con fecha 09 de julio del año 2017, la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema 

emite resolución y declara haber nulidad en la sentencia conformada de fecha 23 de 

marzo del 2016 en el extremo que impuso a Richard Medina Berrocal cuatro años de 

pena privativa de libertad suspendida en su ejecución y reformándola le impusieron 

ocho años de pena privativa de la libertad. Los fundamentos fueron: 

A) El colegiado superior impuso una pena muy por debajo de la solicitada por el 

Ministerio Público, excediéndose en los límites inferiores establecidos por el delito 

imputado. Siendo que, el colegiado tomó en consideración la carencia de antecedentes 

penales del condenado, sus condiciones personales, su confesión sincera y su 



 
 

 

acogimiento a la conclusión anticipada, los cuales no resultan suficientes para atenuar 

la pena a límites muy inferiores al mínimo legal.  

B) El sentenciado reconoció el ilícito recién en el juicio oral, por lo que no puede ser 

merituada como confesión sincera porque desde un inicio negó los cargos, en 

consecuencia, la sanción impuesta debe incrementarse. 

C) La conformidad procesal implica la aplicación de un beneficio premial que no resulta 

suficiente para rebajar la pena a limites muy inferiores del mínimo legal. 

D) El Colegiado superior no consideró la edad del procesado, veinte años al momento 

de la comisión del delito, siéndole de aplicación el artículo 22° del Código Penal, 

circunstancia atenuante privilegiada de la pena en razón de la responsabilidad 

restringida. 

E) El procesado carece de antecedentes penales que a consideración del tribunal 

constituye una circunstancia atenuante de la pena que lo aproxima al marco punitivo 

mínimo. Por estas consideraciones la Corte suprema incrementó la pena a ocho años y 

declaró HABER NULIDAD en la sentencia conformada venida en grado. 

2.- IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE.  

Debemos empezar señalando que, el hecho que dio origen al presente proceso penal 

ocurrió el 16 de noviembre del año 2012, siendo que la ley penal vigente a dicha fecha 

lo constituyó el artículo 189º del Código Penal, modificado por el artículo 1° de la Ley 

Nº 29407, la cual establecía una sanción no menor de 12 ni mayor de 20 años de pena 

privativa de la libertad cuando el delito de robo sea cometido con las agravantes 



 
 

 

previstas en el inciso: 2 (durante la noche o en lugar desolado) y 4 (con el concurso de 

2 o más personas) del primer párrafo del artículo 189º del código penal.  

En el presente caso, la persona de José Manuel Rodríguez Pallaca denunció con fecha 

16 de noviembre del 2012, ante la Comisaria PNP de Puente Piedra, que a horas de 3.30 

cuando se retiraba a su domicilio después de haber asistido a una discoteca fue atacado 

por un grupo de personas entre hombres y mujeres, por lo que al tratar de escapar fue 

cogido por la espalda y cuello, siendo que al ser tumbado al suelo lo despojaron de sus 

pertenencias, consistentes en un teléfono celular, su billetera que contenía dinero en 

efectivo s/40 soles, su DNI, tarjetas de crédito y sus zapatillas, para luego darse a la 

fuga, instantes en que los delincuentes fueron capturados por la PNP, que se 

encontraban por el lugar.   

Ahora bien, a nivel preliminar se llevó a cabo la toma de las declaraciones de los 

denunciados (Yilmer y Richard), los mismos que en presencia del representante del 

Ministerio Público negaron los hechos en su contra. También se recabaron las 

manifestaciones de los cuatro menores, advirtiéndose que todos de alguna forma 

participaron del hecho delictivo.  

Conforme a lo señalado inicialmente en el presente acápite, se les procesó por la 

circunstancia agravante concerniente a la pluralidad de intervinientes (con el concurso 

de dos o más personas). Al respecto Prado Saldarriaga (2017) comenta que dicha 

agravante consiste en lo siguiente:  

“Ahora bien, lo que cabe aclarar en torno a esta circunstancia agravante está 

vinculado con la delimitación de los presupuestos que se deben requerir para 

identificar una intervención conjunta en la ejecución del delito. Al respecto es 

de precisar que es necesaria una actuación colectiva, funcional y con un 



 
 

 

necesario codominio del hecho. Sobre todo, porque solo los que interactúan y 

poseen mancomunadamente el dominio del hecho comenten conjuntamente un 

hurto o un robo. Esto es, se integran operativamente y concurren a la ejecución 

de estos delitos. Por tanto, la agravante solo se configura en modalidades de 

coautoría o autoría funcional. Lo cual, por lo demás, coincide con la 

descripción que hace el art. 23 del Código Penal que considera coautores del 

delito a “los que lo cometan conjuntamente”. En coherencia con ello, cualquier 

otra persona que colabore con el actuar del delincuente o que lo induzca a 

realizar el hurto o robo no posibilita la aplicación del agravante por pluralidad 

de agentes” (Saldarriaga, 2017:120-121)1.  

Una vez formalizada la denuncia se emitió consecuentemente el auto de procesamiento 

penal, con una medida de detención, la cual fue dispuesta de oficio por el juez penal. 

Asimismo del contenido de la resolución del juez, podemos verificar que no existe una 

debida motivación al momento de fundamentar el peligro procesal (de fuga) respecto 

del procesado Richard, siendo que, el juzgado consideró que se encuentra acreditado 

tal requisito al verificar que: “si bien de los documentos acopiados de fojas 42 a 44 el 

denunciado Medina expone domicilio real y trabajo licito, de las instrumentales 

acopiadas fluye que los denunciados habrían intentado infructuosamente evadir su 

aprehensión y registro conforme fluye infine de la glosada denuncia virtual”. Sin 

embargo, el juez no explica las razones de cómo se configura dicho requisito. Debemos 

inferir que a lo que se refiere es que la dirección de la ficha Reniec del imputado Richard 

difiere de lo señalado en sus declaraciones juradas y las constancias de estudio no se 

condicen con lo declarado a nivel policial. Siendo dicha motivación en este extremo 

insuficiente al no desarrollar algún argumento racional de la existencia del peligro 

 
1 PRADO SALDARRIAGA, V. R. (2017): DELITOS Y PENAS. Una Aproximación a la Parte Especial. 
Lima: Editorial Ideas. 



 
 

 

procesal de fuga y lo que es más grave aún es que señala que existen suficientes 

elementos probatorios que llevarían a concluir que los procesados intentarían evadir la 

acción de la justicia o perturbar la actividad probatoria, pero respecto a este último no 

desarrolla argumentación alguna, no motivando entonces cómo concurriría en el 

presente caso tal peligro procesal, lo cual constituye una afectación al derecho 

constitucional de la debida motivación de resoluciones judiciales.  

También se puede observar que el juez penal no describió textualmente cuánto sería el 

tiempo que duraría la medida de detención respecto de los detenidos, muy a pesar que 

el Código Procesal Penal de 1991, en su artículo 137° señalaba que: “la detención no 

durará más de nueve meses en el procedimiento ordinario y de dieciocho meses en el 

procedimiento especial (…)”. Por lo que, teniendo en cuenta dicho margen legal, nada 

impedía al juez precisar el tiempo de duración y establecer las razones por las cuales 

decidía imponer dicho tiempo de duración de la medida, siendo esta otra omisión 

respecto a la debida motivación de la resolución judicial analizada.  

Posteriormente, mediante Auto de fecha 15 de mayo del 2014 el Juzgado Penal dispone 

prolongar el plazo de detención preventiva por nueve meses más. Siendo que, debemos 

advertir, que la jueza al momento de sustentar las razones de la prolongación de la 

medida ha realizado una motivación contradictoria, existiendo una incoherencia 

narrativa en su argumentación al señala primero que: “(…) la dilucidación de esta 

causa resulta particularmente complicada, lo cual debe ser evaluado, pero luego 

precisa que: “a ello se le suma el desarrollo de la actuación probatoria pues si bien no 

existen medios de prueba particularmente complicados sin embargo hasta la fecha los 

medios de prueba ofrecidos por parte del Ministerio Publico no han sido actuadas, 

encontrándose a la fecha programadas para su realización (…)”. Justificando de esta 



 
 

 

forma, sin una explicación razonable de por qué resultaría complicada la investigación 

(cayendo, incluso en una contradicción), la prolongación de la presente medida.  

Ahora bien, nos es necesario señalar que en el Acuerdo Plenario Extraordinario 1-

2017/CIJ-116, de fecha 22 de octubre de 2017, nuestra Corte Suprema señaló en su 

fundamento quince que el primer presupuesto material para dictar una prolongación de 

prisión preventiva consiste en: “La concurrencia de circunstancias que importen una 

especial dificultad o prolongación de la investigación o del proceso. Esto es cuando en 

el curso del procedimiento se presentan sucesos, incidencias, eventualidades, 

escenarios o inconvenientes que obstaculicen o enreden seriamente la actuación normal 

de determinados actos de investigación o de prueba u otro acto procesal, y que, por 

consiguiente, impiden conseguir o ejecutar en el tiempo previsto dichos actos de 

aportación de hechos o de ordenación y concreción del trámite procesal”. Por lo que, 

pudiendo traer tales argumentos a nuestro caso, podemos concluir que la juez solo se 

ha limitado a señalar, para efectos de prolonga la medida de detención, que se 

encuentran pendientes de actuarse ciertas diligencias, pero de los actuados podemos 

advertir que las mismas se vienen reprogramando en más de una oportunidad, siendo 

ello un retardo propio del poder judicial, no atribuible a las partes procesales.  

También, queremos señalar que el segundo presupuesto material para la prolongación 

de la medida requiere de la subsistencia de que el imputado “pudiera sustraerse a la 

acción de la justicia u obstaculizar la actividad probatoria,”. En ese sentido el 

fundamento dieciocho del acuerdo plenario antes citado señala que para tal efecto debe 

examinarse: “La persistencia del periculum libertatis -el riesgo de fuga, en lo 

específico, ha de ser valorado de forma concreta e individualizada, y los elementos de 

convicción deben examinarse en forma conjunta, combinadamente, de modo que unos 

y otros se valoren en su significación atendido a un resultado final derivado de la 



 
 

 

consecuencia favorable o adversa de cada uno a la presunción de fuga o de 

permanencia; mientras el riesgo de obstaculización, en lo pertinente, debe ser concreto, 

contrastado con los datos de la causa, y efectivo, con influencia para causar un real daño 

a la causa en trámite”. Respecto a ello, trayendo tal argumentación a nuestro caso, 

podemos señalar que la magistrada de forma genérica presume que por la gravedad de 

la pena a imponerse y los elementos concretos evaluados en el auto de procesamiento, 

podrían motivar a los procesados a sustraerse de la acción de la justicia de encontrarse 

en libertad. Pero no justifica de manera individual y concreta este requisito para ambos 

imputados. 

Siguiendo con el trámite del proceso, tenemos que el procesado Richard Medina 

Berrocal, en su declaración instructiva continúo negando los cargos, a diferencia del 

procesado Yilmer Vega, quien aceptó ser responsable en parte de los hechos, 

manifestando haber recibido las zapatillas del agraviado señalando que se las 

entregaron los menores: “Junior Rodríguez y Luis Fernando Bello”. Posteriormente en 

su ampliación de declaración de instructiva el procesado Yilmer Vega, a fin de 

sincerarse de los hechos manifestó que sí tuvo responsabilidad, ya que fue él quien le 

sustrajo las zapatillas al agraviado y las metió a su mochila. Además, declaró que 

Richard Medina nunca participó de los hechos, ya que éste iba delante de él.   

Ahora bien, respecto a las declaraciones testimoniales de los menores se tienen algunas 

contradicciones en cuanto a la participación de Richard Medina Berrocal, siendo estas: 

-Junior Marino Rodríguez Ocaño (17) a nivel de la Policía y frente al representante del 

Ministerio Público primero dijo: que la idea de robar al agraviado fue de su primo “Luis 

Fernando” y que los mayores de edad estuvieron presentes, pero no participaron de la 

sustracción violenta. Pero posteriormente en la etapa de instrucción, en calidad de 



 
 

 

testigo dijo: no ratificarse de su declaración policial y que esta vez diría la verdad. 

señalando que la idea del robo fue de los procesados: Richard Medina y Yilmer Vega, 

precisando que, el primero se quedó a una distancia como “campana”.  

-Alejandro Gabriel Colaca Cabana (16), manifestó en la policía que quienes 

participaron activamente en el robo serían los menores: Luis y Junior, quienes atacaron 

al agraviado cogiéndolo del cuello y tirándolo al suelo, pero señaló que Richard Medina 

Berrocal y Yilmer Vega no tuvieron participación en el robo por estar a una distancia 

adelante. Pero posteriormente en su declaración testimonial refirió que el sentenciado 

Yilmer Vega sí participó en los hechos quitándole las zapatillas al agraviado, mientras 

que Richard Medina no quiso y no participó, ni siquiera se le acercó al agraviado y que 

incluso hay un video de aquello. 

- De la declaración testimonial de la menor Kassandra Manrique (17) en sede de 

instrucción, podemos verificar que señaló que Yilmer Vega fue quien dio la idea para 

efectuar el robo al agraviado, que el menor Junior se abalanzó sobre el agraviado y que 

Richard Medina, conjuntamente con el menor Alejandro Colaca, le rebuscaron entre 

sus cosas, pero que no vio qué es lo que se llevaron. Por su parte, de la declaración 

policial de Irene Santos Gallegos (15), podemos verificar que ella refirió no haber 

participado en el robo; sin embargo, vio cómo sucedieron los hechos y dijo que la idea 

del robo y la participación en él fue de todos demás, con excepción de ella y su amiga; 

sin embargo, en la respuesta a la pregunta 7 que le fue formulada, señaló que en dicha 

ocasión fue la primera vez que participaba en un robo. 

Por lo que, de las declaraciones se infiere que el agraviado fue despojado con violencia 

de sus bienes por los coprocesados y menores infractores para luego tratar darse a la 

fuga, siendo intervenidos por la PNP, pudiendo recuperarse parte de las pertenencias 



 
 

 

del agraviado, con excepción de su teléfono celular marca Nokia color negro, el cual 

fue sustraído por Luis Bello Cruz, el cual logró fugarse, consumándose así el delito de 

robo en perjuicio del agraviado. Ahora bien, la Sentencia Plenaria 1-2005/DJ-301-A, 

ya ha establecido como doctrina legal en su fundamento cuarto, cuál es el momento de 

la consumación del delito de robo agravado, dejando claro que se requiere de una 

disponibilidad de la cosa sustraída por el agente. Disponibilidad que, más que real y 

efectiva debe ser potencial, esto es, entendida como posibilidad material de disposición 

o realización de cualquier acto de dominio de la cosa sustraída. Esta disponibilidad 

potencial, desde luego, puede ser momentánea, fugaz o de breve duración. Así también, 

señala que “si perseguidos los participantes en el hecho, es detenido uno o más de ellos, 

pero otro u otros logran escapar con el producto del robo, el delito se consumó para 

todos”. 

Respecto a las demás actuaciones se observa lo siguiente: A nivel policial se cuenta con 

las actas de registro personal de Yilmer Vega, que dio positivo para otras especies, 

encontrándosele, una mochila con las zapatillas color azul y negras del agraviado. 

Asimismo, del acta de registro personal del menor Junior Rodríguez, podemos verificar 

que se le encontró la billetera con las tarjetas de crédito, DNI y dinero en efectivo (s/. 

40.00) del agraviado, las mismas que le fueron devueltas. En cuanto al procesado 

Richard Medina Berrocal podemos verificar que en su acta de registro personal arrojó 

un resultado negativo, al no encontrársele objeto alguno.  

Respecto a la declaración a nivel policial del agraviado Juan Manuel Rodríguez Pallaca, 

éste sindicó y reconoció plenamente como sus atacantes a Yilmer y a Richard, 

recalcando que Yilmer, Junior, Alejandro, Irene y Kassandra fueron los que más 

actuaron en el hecho delictivo. Sin embargo, a nivel de la instrucción no se logró tomar 

su declaración preventiva a pesar de habérsele notificado incluso bajo apercibimiento 



 
 

 

de ser conducido por la fuerza pública. Es más, incluso, podemos verificar que su 

declaración a nivel preliminar no cuenta con la presencia del Representante del 

Ministerio Público. 

En nuestra legislación, para los delitos contra el patrimonio es requisito acreditar la 

preexistencia del bien mueble sustraído o apoderado. Siendo ende, el Artículo 245° 

del Código Procesal Penal de 1991 señala que “en los delitos contra el patrimonio 

deberá acreditarse la preexistencia de la cosa materia del delito”. También el nuevo 

Código Procesal Penal en su artículo 201° prescribe: “En los delitos contra el 

patrimonio deberá acreditarse la preexistencia de la cosa sustraída del delito, con 

cualquier medio de prueba idóneo”. Como podemos apreciar de nuestra normatividad, 

la preexistencia de los bienes puede ser acreditadas con distintos medios de prueba, no 

necesariamente documentales, siempre y cuando sean idóneos. Un medio de prueba 

será idóneo en la medida que permita demostrar que el objeto existió y que estuvo en 

la esfera personal de la víctima mucho antes del evento delictivo. Para el caso en 

concreto se cuenta con las declaraciones del agraviado, la instructiva del procesado 

Yilmer Vega y las testimoniales de los menores infractores que han corroborado la 

existencia de un teléfono celular sustraído. Este criterio se ha establecido en la 

Ejecutoria Suprema, recaída en el Recurso de Nulidad N°177-2018-Lima Norte, de 

fecha 08 de enero del 2019, la cual en su fundamento séptimo señaló lo siguiente: “(…) 

Al respecto, se tiene que la preexistencia de los bienes está corroborada con las 

declaraciones de los demás agraviados (glosadas anteriormente), quienes señalaron 

que a todos les sustrajeron sus pertenencias; máxime si los propios recurrentes 

refirieron que: “todos los agraviados sufrieron la sustracción sus pertenencias” (fojas 

ciento setenta y siete y ciento noventa y cinco)”. 



 
 

 

Ahora bien, nos es necesario precisar que, si bien en el presente caso el valor de los 

bienes sustraídos no hubiera superado una remuneración mínima vital, ello no 

constituiría un impedimento para la tipificación del hecho en el delito de robo. En ese 

sentido, Salinas Siccha (2015) comenta lo siguiente: 

“Nos parece importante dejar establecido brevemente, pero en forma tajante 

que el bien objeto del delito de robo solo debe tener valor económico así sea 

mínimo. En nuestra legislación penal, no se exige monto mínimo, como sí 

ocurre con el hurto simple. La sustracción ilegítima de un bien de mínimo valor 

económico haciendo uso de la violencia o la amenaza, constituye el delito de 

robo. Mucho más si estamos ante una agravante” (Salinas,2015:1015)2. 

Además, se tomó la declaración testimonial del efectivo policial Augusto Santa María, 

quien manifestó que el agraviado se encontraba presente en la intervención 

reconociendo plenamente a todos sus atacantes. 

Ahora, contra el coprocesado Richard Medina Berrocal, solo se tiene la sindicación del 

agraviado a nivel preliminar, la misma es que muy genérica y poco precisa, limitándose 

a indicar que todos los intervenidos fueron los que le habían robado. Por otro lado, se 

tiene las declaraciones de los menores, las cuales cuentan con las contradicciones 

mencionadas en líneas precedentes. Asimismo, es necesario precisar que dicho 

procesado presentó al juzgado una prueba de descargo señalando que consistía en una 

copia de CD que contenía un video de la cámara de vigilancia de la Municipalidad de 

Puente Piedra, pero dicho video no se logró visualizar porque la judicatura le solicitó 

que indicara la pertinencia del mismo y la defensa nunca hizo tal precisión. Tampoco 

la municipalidad distrital cumplió con informar si existían cámaras de seguridad 

instaladas en el lugar de los hechos, a pesar de los reiterados requerimientos del 

 
2 SALINAS SICCHA, R. (2015): Derecho Penal. Parte Especial. Vol. 2. Lima: Editorial Iustitia. 



 
 

 

juzgado. Y menos se logró realizar la respectiva pericia de valorización de bienes, a fin 

de poder determinar el perjuicio patrimonial causado, a pesar de que la judicatura lo 

requirió en varias oportunidades. 

Bajo estas circunstancias, la Cuarta Fiscalía Superior Penal de Lima Norte, con fecha 

26 de enero del 2015, mediante el Dictamen Fiscal N° 59-2015, formuló requerimiento 

acusatorio en contra de los procesados. Ahora bien, en la fundamentación fáctica y 

probatoria que hace del coprocesado Richard Medina, afirma que en los folios 74 y 76 

de su instructiva, refiere haber recibido de Luis y Junior las zapatillas que le robaron 

al agraviado, cometiendo un error material porque de la revisión de los actuados se 

advierte que esas manifestaciones corresponden al coprocesado Yilmer Vega, 

notándose de esta manera una falta de diligencia y cuidado al momento de la redacción 

de la acusación. Por último, respecto a la reparación civil requerida, verificamos que no 

se advierte argumento alguno de cómo llegó a determinar el monto de S/. 2,000.00, 

habida cuenta que no se logró la pericia de valorización del bien mueble (teléfono 

celular).  

3.- POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS 

Y LOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS. 

Analizando tanto la resolución emitida por la Sala Penal Superior, como la emitida por 

la de la Corte suprema, mi posición es a favor de la Sentencia emitida por la Corte 

Suprema. 

El primer punto controvertido en el presente caso es el quantum de la pena que le fuera 

impuesta al condenado Richard Medina, así como los criterios utilizados para llegar a 

ello. En ese sentido, la Sala Penal Superior decidió imponerle una pena ínfima de 4 

años de pena privativa de libertad, suspendida en su ejecución por 3 años, sosteniendo 



 
 

 

que en su caso sería aplicable la reducción de pena por confesión sincera. Por lo que, 

podemos concluir a simple vista que la Sala Penal ha confundido la institución de la 

conformidad procesal (Ley 28122) y los efectos reductores de pena propios de la 

confesión sincera descrita en el artículo 136° del Código de Procedimientos Penales. Si 

bien es cierto en ambas existe la coincidencia de la admisión de cargos, los efectos de 

reducción de pena por confesión sincera tienen como base que esta última haya servido 

para la facilitación del esclarecimiento de los hechos delictivos, debiendo ser relevante 

para efectos de la investigación de los hechos (criterio de utilidad), así como de ser 

oportuna y uniforme, tal y como lo desarrolla el Acuerdo Plenario 5-2008/CJ -116, en 

su fundamento jurídico vigésimo primero. Sin embargo, del contenido del expediente, 

podemos verificar que el procesado, desde el inicio, no aceptó haber cometido el delito 

que se le imputó, negándolo en dos ocasiones: en su manifestación policial y en su 

declaración instructiva. Además en el fundamento jurídico 20 de dicho Acuerdo 

Plenario, se señaló: “Es obvio, por consiguiente, que si el imputado antes, en sede de 

investigación, negó los cargos y, luego, llegado el momento culminante del proceso, en 

el juicio oral, los admite, ya nada queda por investigar, entonces, la confesión plenaria 

sólo podrá tener una relativa o escasa influencia en torno a la determinación e 

individualización de la pena, pero no puede considerarse como un elemento 

atenuante de la responsabilidad penal con entidad para rebajar la pena por debajo 

del mínimo legal”.  

Por tanto, la reducción de la pena en el caso de Richard Medina, según el fundamento 

jurídico 23 del Acuerdo Plenario antes citado, debió de limitarse a ser menor a un sexto 

de la pena concreta, esto es, debió reducírsele un sétimo de la misma. 

A diferencia de la Sala Penal Superior, el Tribunal Supremo sí contempló que el 

sentenciado Richard Medina Berrocal desde un inicio negó los cargos imputados en su 



 
 

 

contra, siendo que, recién en el juicio decidió aceptar su responsabilidad penal , por lo 

que, no le era aplicable los beneficios prémiales por confesión sincera. Por tanto, 

decidieron aumentarle la pena de cuatro a ocho años, considerando este monto uno 

proporcional, teniendo en cuenta su carencia de antecedentes y su responsabilidad 

restringida, criterio último que no fue utilizado por el Tribunal Superior.  

Respecto a la responsabilidad restringida por la edad, tenemos que: “El art. 22º se 

refiere a una circunstancia facultativa de disminución prudencial de la pena que gira 

entorno a la edad que tiene el sujeto activo al momento de cometer el hecho punible, 

se considera que existe una menor culpabilidad (…)  

1. Más de 18 y menos de 21 años. - se basa en la inmadurez del agente, ya que no ha 

completado aún su desenvolvimiento mental o moral, siendo altamente influenciables 

por otras personas. La imposición de estas edades es arbitraria y ha sido una decisión 

exclusivamente legislativa.  

2. Más de 65 años.- se basa en que estas personas por lo general tienen una menor 

peligrosidad, dada su decadencia o degeneración provocada por la senilidad (su 

raciocinio es más lento, la memoria es más frágil, el índice de sugestionalidad y 

desconfianza mayor); además no están en condiciones de igualdad con los delincuentes 

adultos para soportar el rigor de la condena”3.  

4. CONCLUSIONES: 

1. Para la consumación del delito de robo se requiere la disponibilidad de la cosa 

sustraída por el agente. Disponibilidad que, más que real y efectiva debe ser 

 
3 BRAMONT-ARIAS TORRES, L. M. (2008): Manual de Derecho Penal. Parte General. Lima: Eddili, P. 
316. 



 
 

 

potencial, esto es, entendida como posibilidad material de disposición o 

realización de cualquier acto de dominio de la cosa sustraída.  

2. Las resoluciones judiciales expedidas por el juez de instrucción para dictar el 

mandato de detención (hoy prisión preventiva) y la prolongación de la misma 

tuvieron deficiencias en su motivación, ya que no motivaron idóneamente el 

peligro procesal respecto de los dos procesados. 

3. Existe cierta coincidencia entre la regulación de la confesión y la institición de 

la conformidad procesal. La confesión, para que pueda surtir sus efectos de 

reducción de pena está sujeta a determinados requisitos legalmente estipulados, 

cuya ratio es la facilitación del esclarecimiento de los hechos delictivos y que 

sea relevante para la investigación de los mismos. No obstante, ello, la 

conformidad, de cumplir sus requisitos legales, importa necesariamente una 

reducción de la pena, por aplicación analógica del artículo 471° del Nuevo 

Código Procesal Penal, aunque con una reducción inferior a la sexta parte, ello 

de conformidad con lo establecido por el Acuerdo Plenario N° 5-2008/CJ-116. 

4. La reducción de pena efectuada por la Sala Penal Superior respecto al procesado 

Richard Medina Berrocal resultó ser excesivamente ínfima, ya que decidió 

erróneamente aplicar la reducción de pena concerniente a la institución de la 

confesión sincera cuando no se cumplía en el presente caso con sus 

presupuestos. Situación que fue debidamente resuelta por la Corte Suprema 
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